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En el Informe Jurídico se analiza un expediente civil sobre desalojo por ocupación 

precaria. La demanda fue interpuesta por Emigerio Quispe Gómez y Susana 

Vilcapoma de Quispe contra Regina Comena Céspedes, a fin de que ésta les 

restituya el ambiente que ocupaba en el segundo piso del inmueble de su propiedad 

ubicado en Jr. Itana N° 103 interior, distrito de Ayacucho, provincial de Huamanga, 

departamento de Ayacucho, toda vez que no tenía ningún título que acredite su 

posesión.  

La demandada contestó la demanda, sosteniendo que los demandantes no fueron 

primigeniamente los propietarios del referido bien inmueble sino que su ex 

conviviente, Rafael Quispe Vilcapoma, fue quien lo adquirió y que ella aportó dinero 

para realizar dicha compra venta, pero que confió de buena fe su representación a 

su entonces conviviente. Además, menciona que tomó posesión del bien inmueble 

a raíz de dicha convivencia, la cual se dio desde enero de 2007 hasta diciembre de 

2010, razón por la que inició una demanda de declaración judicial de unión de 

hecho, la cual fue admitida y se encontraba en trámite; en ese sentido, alegó que 

tiene justo título para poseer.  

El Primer Juzgado Especializado en lo Civil de Huamanga, resolvió declarando 

Fundada en parte la demanda; en consecuencia, ordenó que la demandada cumpla 

con restituir a favor de los accionantes el ambiente que ocupaba dentro del 

inmueble, toda vez que de la copia literal de la Partida Registral N° 11054945, queda 

acreditado que los demandantes son copropietarios del inmueble materia de litis; y 

que, los medios probatorios presentados por la demandada, no demuestran que 

cuente con título que legitime su posesión sobre el inmueble materia de litis.  

La Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, revocó la sentencia 

apelada y, reformándola, declaró Improcedente la demanda, señalando que un 

copropietario no poseedor no puede interponer una acción posesoria, quedando 

reservado su derecho a recurrir a la vía correspondiente. Además, la demandada 

no puede ser considerada ocupante precaria, porque la justificación de uso y disfrute 

del bien se sustenta con los medios probatorios presentados, tal como el Acta 

Fiscal. 

La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema, declaró Infundado el recurso de 

casación interpuesto por los demandantes, al considerar que no hubo vulneración 

al derecho a un debido proceso ni infracción normativa a los artículos 911°, 921°, 

923° y 326° del Código Civil; en consecuencia, no casaron la sentencia de vista. 
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1. Relación de los hechos principales expuestos por las partes 

intervinientes en el proceso 

 

1.1. Hechos principales expuestos en la demanda: 

 

El 13 de junio de 2011, EMIGERIO QUISPE GÓMEZ y SUSANA VILCAPOMA 

DE QUISPE interpusieron DEMANDA DE DESALOJO POR OCUPACIÓN 

PRECARIA contra REGINA COMENA CÉSPEDES. 

 

Los demandantes sostuvieron que son copropietarios, junto con Richarth 

Quispe Vilcapoma, del inmueble ubicado en el Jr. Itana N° 103 interior del 

distrito de Ayacucho, provincia de Huamanga del departamento de Ayacucho, 

el cual fue adquirido a título de escritura pública de reconocimiento de 

obligaciones, otorgado por Rafael Quispe Vilcapoma, con fecha 2 de octubre 

de 2009; e, inscrito en el Registro de la Propiedad Inmueble de la Oficina 

Registral de Ayacucho. 

 

Manifestaron que la demandada ocupa un dormitorio principal con baño 

incompleto en el segundo piso del inmueble de su propiedad sin tener título 

alguno que acredite su posesión, con el propósito de apropiarse de su 

vivienda, razón por la cual le cursaron carta notarial el 20 de mayo de 2011. 

 

Por lo expuesto, solicitaron que se disponga la restitución del mencionado 

ambiente ocupado por la demandada, puesto que están siendo privados del 

uso y goce de su propiedad, adjuntando los siguientes medios probatorios: 

 

• Testimonio de escritura pública de reconocimiento de obligaciones otorgado 

por Rafael Quispe Vilcapoma a favor de los recurrentes y de Richarth 

Quispe Vilcapoma. 

• Copia literal de la Partida N° 11054945. 

• Carta notarial del 20 de mayo de 2011. 

• Partida de matrimonio de los recurrentes. 

 

1.2. Hechos principales expuestos en la contestación de la demanda: 

 

El 27 de julio de 2011, REGINA COMENA CÉSPEDES se apersonó al proceso 

y CONTESTÓ LA DEMANDA, negándola y contradiciéndola en todos sus 

extremos para que en su oportunidad se declare infundada la demanda por los 

siguientes fundamentos: 

 

La demandada sostuvo que los recurrentes no fueron primigeniamente los 

propietarios del bien inmueble ubicado en el Jr. Itana N° 103 interior del distrito 

de Ayacucho, provincia de Huamanga, departamento de Ayacucho, sino que 



su ex conviviente Rafael Quispe Vilcapoma fue quien lo adquirió de los 

vendedores Carlos Roberto Rojas Neyra e Ildaura Zaga Bendezú.  

 

Asimismo, indicó que aportó dinero para realizar la mencionada compra venta, 

pero que no participó en ésta porque confió de buena fe su representación a 

su entonces conviviente, el señor Rafael Quispe Vilcapoma, al considerar que 

dicha compra se realizaba a favor de su futura sociedad de gananciales, al 

existir de por medio una promesa de matrimonio, el mismo que nunca se llevó 

a cabo por la infidelidad de éste. 

 

Además, menciona que tomó posesión del bien inmueble a raíz de su 

convivencia con Rafael Quispe Vilcapoma, la cual se dio desde enero de 2007 

hasta diciembre de 2010. En razón a ello, solicitó la declaración de unión de 

hecho y otras pretensiones, ante el Segundo Juzgado Especializado de 

Familia de Huamanga en el Expediente N° 362-2011, la cual fue admitida y se 

encontraba en trámite.  

 

Por otro lado, menciona que posesiona el primer, segundo y tercer piso del 

inmueble, a excepción de tres habitaciones que ocupan los demandantes y 

que éstos tienen acceso libre, continuo y pacífico al bien inmueble materia de 

desalojo. 

 

En ese sentido, consideró que cuenta con título justo para posesionar el 

inmueble materia de desalojo, ya que aportó dinero para su compra venta y 

porque fue adquirido dentro de la relación convivencial con Rafael Quispe 

Vilcapoma, lo que generaría los mismos efectos de la sociedad de 

gananciales. 

 

La demandada adjuntó los siguientes medios probatorios: 

 

• Demanda de declaración judicial de unión de hecho. 

• Dos cartas notariales. 

• Detalle de pagos de préstamo de dinero a favor de Regina Comena 

Céspedes, con la que acredita haber contribuido al pago de la compraventa 

del inmueble materia de litis. 

• Contrato privado de préstamo de dinero para comprar el inmueble materia 

de litigio. 

• Copia de dos cronogramas de pago al Banco de la Nación. 

• Copia del Acta Fiscal de Violencia Familiar. 

• Copia de los recibos de agua. 

 

1.3. Audiencia Única: 



 

La audiencia única tuvo lugar el 30 de noviembre de 2011, conforme obra a 

fojas 89 al 91; y, en cuya diligencia el juzgado declaró la existencia de una 

relación jurídica procesal válida entre las partes; en consecuencia, saneado el 

proceso. Seguidamente, trató de que las partes lleguen a un acuerdo 

conciliatorio, pero esto no fue posible debido a la postura de ambas partes, 

dejándose constancia de ello en el acta respectivo. Es así que, se procedió a 

fijar como puntos controvertidos del proceso:(i) Determinar si correspondía 

declarar que la demandada restituya a los demandantes el inmueble ubicado 

en Jr. Itana N° 103-Interior de la ciudad de Ayacucho de un área de 104.16 

m2, toda vez que la parte actora denunció que la demandada venía ocupando 

el predio desprovisto de título; (ii) Determinar si la demandada contaba con 

título para posesionar el inmueble; y, (iii) Determinar si el proceso judicial sobre 

declaración de unión de hecho tenía implicancias en este proceso que 

justifique la posesión que venía ostentando la accionada respecto al predio 

materia de desalojo. 

 

Posteriormente, el juzgado admitió todos los medios probatorios ofrecidos por 

la parte demandante y demandada, en sus escritos de demanda y 

contestación, respectivamente, disponiendo que evaluaría los elementos 

probatorios admitidos al momento de expedir sentencia; además, dispuso 

como medio probatorio de oficio la inspección judicial sobre el inmueble 

sublitis, a fin de determinar cuántos ambientes ocupaba la demandada, con lo 

que suspendió la audiencia. 

 

Cabe señalar que, la inspección judicial ordenada por el juzgador se llevó a 

cabo el 3 de febrero de 2012 en el inmueble sublitis, conforme al acta de 

inspección judicial que obra a fojas 100 al 106. 

 

1.4. Sentencia de Primera Instancia: 

 

El Primer Juzgado Especializado en lo Civil de Huamanga de la Corte Superior 

de Ayacucho emitió sentencia de primera instancia, contenida en la Resolución 

N° 03, de fecha 10 de septiembre de 2012, con el que declaró FUNDADA en 

parte la demanda de desalojo por ocupación precaria, interpuesta por Emigerio 

Quispe Gómez y Susana Vilcapoma de Quispe; en consecuencia, ordenó que 

la demandada cumpla con restituir a favor de los accionantes la parte del 

inmueble que ocupaba, ubicado en la parte intermedia del segundo piso, 

constituido por dos ambientes (baño y dormitorio), conforme estaba descrito 

en el acta de inspección judicial, bajo apercibimiento de disponer el 

lanzamiento de todos los que se encuentren en dicho predio. Dentro de sus 

fundamentos indicó lo siguiente: 

 



- De la copia literal de la Partida Registral N° 11054945, obrante a fojas 19 

a 21, queda acreditado que Emigerio Quispe Gómez y Susana Vilcapoma 

de Quispe (demandantes) son copropietarios del inmueble materia de litis, 

junto con Richarth Quispe Vilcapoma; por lo que, los demandantes se 

encuentran legitimados para recurrir al órgano jurisdiccional a fin de 

solicitar la restitución del bien inmueble de su propiedad. 

 

- De los medios probatorios anexados a la contestación de la demanda, se 

advierte que éstos no demuestran de ningún modo que la demandada 

cuente con título idóneo que legitime su posesión sobre el inmueble 

materia de litis, ya que no ha cumplido con acreditar de manera categórica 

la existencia de la unión de hecho con Rafael Quispe Vilcapoma, a fin de 

que pueda concluirse que efectivamente tal situación hubiese generado 

una comunidad de bienes sujeta al régimen de sociedad de gananciales. 

 

- Si bien la demandada indica haber iniciado un proceso judicial sobre 

declaración de unión de hecho, a la fecha de emisión de la sentencia, no 

existía un pronunciamiento de fondo.  

 

- La demandada no acredita de manera categórica haber tenido la posesión 

contractual de compradora o que tenga la calidad de copropietaria del 

inmueble sub litis, junto con su ex conviviente Rafael Quispe Vilcapoma. 

 

1.5. De lo señalado por la señora REGINA COMENA CÉSPEDES (demandada)  

en el recurso impugnatorio de apelación contra la Sentencia de Primera 

Instancia: 

 

El 4 de octubre de 2012, dentro del plazo establecido, la señora REGINA 

COMENA CÉSPEDES (demandada) interpuso recurso de apelación contra la 

sentencia de primera instancia, la cual declaró fundada en parte la demanda 

de desalojo por ocupación precaria interpuesta por Emigerio Quispe Gómez y 

Susana Vilcapoma de Quispe; a efectos de que el Superior Jerárquico revoque 

la resolución recurrida, disponiendo se declare infundada y/o improcedente la 

demandada. Sustentó su recurso con los siguientes fundamentos: 

 

• Manifestó que la sentencia impugnada vulneraba el principio de legalidad, 

del debido proceso y de la debida fundamentación, ya que el A quo no había 

actuado con imparcialidad y que al declarar fundada la demanda se afectó 

su derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, al debido proceso y al derecho 

a la propiedad. 

 

• Que, el juez no había evaluado adecuadamente los medios probatorios de 

la recurrente y que no ha administrado justicia de acuerdo al principio de la 



buena fe, ya que primigeniamente había adquirido el bien inmueble junto 

con su ex conviviente Rafael Quispe Vilcapoma, pero que no suscribió el 

contrato de compraventa por problemas laborales y por confianza en él, 

pues tenían planificado contraer matrimonio. 

 

• Con anterioridad a la demanda de desalojo por ocupación precaria, inició el 

proceso de reconocimiento judicial de convivencia y accesoriamente 

peticionó el reconocimiento de la sociedad de gananciales, más 

indemnización por daños y perjuicios. Sin embargo, avizorando resultados 

favorables hacia la recurrente, su ex conviviente transfirió el predio a sus 

progenitores en fecha posterior a la interposición de la demanda de 

reconocimiento de la unión de hecho. 

 

• Que, la demanda debió ser declarada improcedente ya que resolvió extra 

petita, no existiendo relación entre el petitorio con los fundamentos de 

hecho, ya que en el petitorio se señaló que ocupaba el íntegro del ambiente 

y en los fundamentos refirió que solo ocupaba un cuarto y un baño en el 

segundo piso, además éstos se contradicen con lo señalado en la 

inspección judicial de oficio; es decir, la demanda debía ser declarada 

improcedente por cuanto no se había delimitado el predio sublitis. 

 

• El A quo no debió declarar fundada la demanda, pues existe jurisprudencia 

en la que se señala la improcedencia del desalojo mientras se encuentre 

pendiente de resolver el proceso de reconocimiento de unión de hecho. Por 

ello, la recurrente señala que, si bien dicha demanda no acredita la 

propiedad, sí acredita que cuenta con justo título que le permite permanecer 

en el inmueble, por la calidad de copropietario de la sociedad de 

gananciales a declararse y que le era aplicable el Artículo 979° del Código 

Civil respecto al disfrute del bien por parte del copropietario. 

 

• Por todo lo expuesto, la recurrente consideró que la sentencia impugnada 

carece de fundamentación adecuada y que contraviene lo dispuesto en el 

Artículo 911° del Código Civil. 

 

1.6. Sentencia de Segunda Instancia: 

 

Con fecha 15 de mayo de 2013, la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 

de Ayacucho emitió sentencia de segunda instancia con el que revocaron la 

sentencia apelada; y, reformándola, declararon IMPROCEDENTE la 

demanda, dejando a salvo el derecho a los accionantes de que lo hagan valer 

conforme a ley. Dentro de sus fundamentos se indicó lo siguiente: 



 

- Que, siendo el desalojo por ocupante precario una acción posesoria, 

entonces un copropietario no poseedor no puede interponer una acción 

posesoria; por lo que, queda reservado su derecho a recurrir a la vía 

correspondiente. 

 

- La demandada no puede ser considerada ocupante precaria, porque la 

justificación de uso y disfrute del bien se sustenta con los medios 

probatorios presentados, tal como el acta fiscal (folios 57 y 58) en el que se 

señala que la demandada tomó posesión del bien el 25 de junio de 2009, 

por la unión de hecho con Rafael Quispe Vilcapoma, hijo de los 

demandantes; es decir, en fecha anterior a la adquisición de los derechos y 

acciones por los demandantes. 

 

1.7. De lo señalado por los señores EMIGERIO QUISPE GOMEZ y SUSANA  

VILCAPOMA DE QUISPE en su recurso de casación: 

 

El 10 de junio de 2013, dentro del plazo establecido, los señores EMIGERIO 

QUISPE GOMEZ y SUSANA VILCAPOMA DE QUISPE (demandantes) 

interpusieron recurso de casación contra la sentencia de vista, la cual declaró 

improcedente la demanda de desalojo por ocupación precaria interpuesta, y 

solicitan se case, confirmando la sentencia de primera instancia. Sustentó su 

recurso con los siguientes fundamentos: 

 

- Infracción al principio de pacta sunt servanda, al justificar la posesión de la 

demandada como una posesión inmediata con un título jurídico. 

 

- Infracción a la normativa de los Artículos 911º, 921° y 923° del Código Civil, 

al negar su derecho a usar la totalidad de bien. 

 

- Infracción normativa al Artículo 326°, pues la demandada no cuenta con una 

sentencia judicial que reconozca la unión de hecho entre la demandada y el 

señor Rafael Quispe Vilcapoma. 

 

- Infracción a lo dispuesto en los incisos 3 y 5 del Artículo 139° de la 

Constitución Política del Estado, el Artículo VII del Título Preliminar y 

Artículos 121° y 197° del Código Procesal Civil, toda vez que se ha 

vulnerado el principio constitucional del debido proceso, congruencia 

procesal y no se ha valorado de manera conjunta con los medios 

probatorios presentados. 

 

1.8. Sentencia de la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema: 

 



La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema, declaró procedente el recurso 

de casación y emitió sentencia casatoria el 23 de septiembre de 2015, con el 

que declaró INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por los 

accionantes; en consecuencia, NO CASARON la sentencia de segunda 

instancia. 

 

De esta manera, con el pronunciamiento de la Corte Suprema, el presente 

proceso adquirió autoridad de cosa juzgada, bajo los siguientes fundamentos:  

 

- Sobre la vulneración al derecho a un debido proceso, al carecer la recurrida 

de una debida motivación y por no valorarse las pruebas: 

 

Señalaron que en la sentencia de vista se exponen las consideraciones 

fácticas y jurídicas de forma clara y precisa por la cual el Colegiado Superior 

fundamenta su decisión para revocar la sentencia apelada y declarar 

improcedente la demanda, dejando a salvo el derecho para que lo haga 

valer conforme a ley, decisión que se tiene como sustento de los medios 

probatorios señalados en la recurrida, por lo que considera que no se 

vulnera el derecho a un debido proceso. 

 

- Sobre el pacta sunt servanda, el cual significa que los acuerdos entre las 

partes deben cumplirse: 

 

Señala que la instancia de mérito no ha sustentado su decisión basada en 

un supuesto acuerdo o pacto celebrado entre la demandada y el hijo de los 

demandantes, ni ha desconocido derecho alguno en favor de este último 

que se encuentre reconocido a través de un documento y su consecuente 

inscripción en los Registros Públicos; por el contrario, dejó a salvo el 

derecho de los accionantes para que lo hagan valer en la vía 

correspondiente. 

 

- Finalmente, señala que los otros argumentos de los impugnantes están 

orientados a que en sede casatoria se realice un nuevo análisis de las 

conclusiones a que arriba la Sala de mérito, quien ha determinado que en 

el presente caso no se cumple con la segunda condición copulativa que 

exige el Artículo 911° del Código Civil, esto es, que la demandada no tiene 

la condición de ocupante precario, porque justifica el uso y disfrute del bien 

con los medios probatorios que obran en autos. 
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2. Identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del 

expediente: 

 

El expediente judicial materia de análisis versa sobre un proceso de desalojo 

por ocupante precario, en el que los demandantes solicitan la restitución del 

bien inmueble de su propiedad a la demandada, quien señala tener un justo 

título para poseer; por lo que, previo a enumerar los problemas jurídicos del 

expediente, resulta pertinente señalar algunos conceptos sobre la posesión 

precaria, el desalojo y los sujetos activos y pasivos en el referido proceso. 

 

El Artículo 911° del Código Civil señala que “La posesión precaria es la que se 

ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía a fenecido”, al respecto en la 

Sentencia de la Corte Suprema dictada en el Cuatro Pleno Civil se señala que 

“cuando dicho artículo hace alusión a la carencia de título o al fenecimiento del 

mismo, no se esta refiriendo al documento que haga alusión exclusiva al título 

de propiedad, sino a cualquier acto jurídico o circunstancia que hayan expuesto, 

tanto la parte demandante como la demandada, en el contenido de sus 

fundamentos fácticos tanto de la pretensión, como de su contradicción y que le 

autorice a ejercer el pleno disfrute del derecho a la posesión”. 

 

De ello se desprende que, la figura del poseedor precario se da cuando: a) no 

existe un acto o circunstancia que justifique el derecho a poseer; esto es, se 

posee sin un título; o, b) cuando el título de ha fenecido; es decir, el acto o 

circunstancia con el que se sustentaba la posesión ha variado. 

 

Sobre la posesión precaria, Jorge Avendaño señala que “La doctrina posesoria 

moderna dice que todo aquel que posee sin derecho está expuesto a que le 

reclame la posesión la persona a quien legítimamente le corresponde, la cual 

en su momento obtendrá el pertinente fallo judicial que obligue la restitución. En 

este sentido se dice que la posesión que tiene el primero es precaria, es decir, 

transitoria y expuesta a concluir en el momento que el concedente lo decida. La 

posesión precaria es entonces la que se concede a otro con reserva del derecho 

de revocarla a voluntad del primero”. 

 

Por otro lado, según el Artículo 585° del Código Procesal Civil, sobre el desalojo 

“La restitución de un predio se tramita con arreglo a lo dispuesto para el proceso 

sumarísimo y las precisiones indicadas en este Subcapítulo (…)”. Si bien dicho 

artículo hace referencia a la restitución del bien; esto es, devolver el bien a quien 

lo tenía antes, en el Cuarto Pleno Casatorio de la Corte Suprema de Justicia de 

la República, se establece como doctrina jurisprudencial vinculante que por 

restitución se debe entender como entrega de la posesión que protege el 

Artículo 911° del Código Civil, de esta manera se garantizaría al sujeto, a quien 

corresponde dicho derecho, a ejercer pleno disfrute del mismo, 



independientemente si es propietario o no. Es decir, de lo señalado en el Pleno 

se infiere que un sujeto no poseedor que sea titular del derecho puede plantear 

un desalojo por ocupante precario, pese a que previamente no haya sido quien 

realizó la entrega del bien a la parte demandada. 

 

Además, considero pertinente señalar que conforme a lo establecido en el 

Artículo 586° del Código Procesal Civil, el sujeto activo en el desalojo son el 

propietario, el arrendador, el administrador y todo aquel que considere tener 

derecho a la restitución del predio; mientras que el sujeto pasivo puede ser el 

arrendatario, el sub arrendatario, el precario o cualquier otra persona a quien le 

es exigible la restitución. 

 

Al respecto, Marianella Ledesma señala que “La norma hace expresa referencia 

al propietario, como uno de los legitimados para demandar. Ello es atendible 

porque el uso y disfrute del bien constituye la forma primaria del ejercicio de 

dominio, que puede cederse a título oneroso o gratuito”. Asimismo, indica que 

cualquier copropietario puede promover las acciones posesorias, los interdictos 

y desalojo, conforme al Artículo 979° del Código Civil. 

 

Cabe señalar que, el inciso 16) del Artículo 2° de la Constitución Política del 

Estado, reconoce a la propiedad como derecho de las personas. Asimismo, en 

el Artículo 923° del Código Civil, se define a la propiedad como: “el poder jurídico 

que permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe ejercerse en 

armonía con el interés social y dentro de los límites de la ley”; es decir, un 

propietario puede impedir que terceros usen, disfruten o dispongan de su bien. 

 

Entonces, en el proceso de desalojo por ocupación precaria, el demandante 

debe acreditar ser propietario o por lo menos tener derecho a la restitución del 

bien; mientras que, el demandado debe acreditar tener título vigente o la 

existencia de una circunstancia que justifique la posesión que ejerce sobre el 

inmueble en controversia, ya que el derecho en disputa no será la propiedad 

sino el derecho a poseer.  

 

En ese sentido, de acuerdo a lo expuesto considero que los problemas jurídicos 

encontrados en el expediente materia de análisis son los siguientes: 

 

a) ¿Los demandantes, los señores Emigerio Quispe Gómez y Susana 

Vilcapoma de Quispe, están legitimados para plantear la demanda de 

desalojo por ocupación precaria? 

 

Considero pertinente plantear este problema jurídico, pues mientras que en 

la Sentencia de primera instancia se señala que los demandantes están 

legitimados para recurrir al órgano jurisdiccional, a fin de solicitar el desalojo 



por ocupante precario; en la Sentencia de Vista, se indica que siendo el 

desalojo una acción posesoria, un copropietario no poseedor no puede 

plantear una acción posesoria. Por ello, corresponde determinar si los 

demandantes están legitimados a interponer una demanda de desalojo por 

ocupante precario.  

 

b) ¿La señora Regina Comena Céspedes, demandada, acredita tener título 

vigente o la existencia de una circunstancia que justifique la posesión 

del inmueble sub litis, a raíz de la alegada unión de hecho? 

 

Según lo señalado en la Sentencia de primera instancia, la demandada no 

demuestra que cuenta con título idóneo que legitime su posesión; mientras 

que, en la Sentencia de Vista, se indica que la demandada no puede ser 

considerada ocupante precario, porque la justificación del uso y disfrute del 

bien se sustenta con los medios probatorios que presentó.  

 

En ese sentido, considero pertinente plantear el presente problema jurídico, 

a fin de determinar si de los medios probatorios presentados por la 

demandada, Regina Comena Céspedes, se acredita la existencia de un título 

vigente que legitime su posesión o la existencia de una circunstancia que 

justifique la posesión del inmueble sub litis, a raíz de la alegada unión de 

hecho. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas y los 

problemas jurídicos identificados: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

3. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas y los problemas 

jurídicos identificados: 

 

3.1. Posición fundamentada sobre los problemas jurídicos identificados: 

 

De acuerdo con lo señalado en el numeral 2 del presente informe, se 

identificaron los siguientes problemas jurídicos: 

 

a) ¿Los demandantes, los señores Emigerio Quispe Gómez y Susana 

Vilcapoma de Quispe, están legitimados para plantear la demanda de 

desalojo por ocupación precaria? 

 

Conforme a lo establecido en el Artículo 586° del Código Procesal Civil, en 

los procesos de Desalojo, el sujeto activo debe tener derecho a la restitución 

del bien inmueble, ya sea como propietario, arrendador, administrador u otro 

título; mientras que, el sujeto pasivo puede ser el arrendatario, el sub-

arrendatario, el precario o cualquier otra persona a quien le es exigible la 

restitución. Además, en el Artículo 979° del Código Civil, se determina que 

cualquier copropietario puede promover las acciones posesorias. 

 

De la revisión a la Partida Registral N° 11054945 de la Oficina Registral de 

Ayacucho, se acredita que el inmueble materia de litis, ubicado en el Jr. 

Itana N° 103 interior, del distrito de Ayacucho, provincia de Huamanga, 

departamento de Ayacucho, pertenece a los señores Emigerio Quispe 

Gómez, Susana Vilcapoma de Quispe y Richarth Quispe Vilcapoma.  

 

Además, de acuerdo con el Artículo 2013° del Código Civil: “el contenido de 

la inscripción se presume cierto y produce todos sus efectos, mientras no 

se rectifique o se declare judicialmente su invalidez”; esto es, mientras que 

la demandada no demuestre que la inscripción registral haya sido invalidada 

judicialmente, se presume que los señores Emigerio Quispe Gómez y 

Susana Vilcapoma de Quispe (demandantes) son los copropietarios del 

inmueble materia de desalojo. 

 

En ese sentido, se verifica que los demandantes son copropietarios del 

mencionado bien inmueble; por lo que, de acuerdo con los referidos 

artículos estarían facultados para plantear la demanda por desalojo. No 

obstante, en la Sentencia de Vista del 15 de mayo de 2013 (fojas 170 al 

176), se señaló que, si bien los demandantes sostienen documentadamente 

ser copropietarios del bien sub litis, estos no han posesionado y siendo el 

desalojo por ocupante precario una acción posesoria, entonces un 

copropietario no poseedor no puede intentar una acción posesoria. 



Cabe precisar que en su contestación de la demanda (fojas 70 al 76), la 

señora Regina Comena Céspedes indicó que tomó posesión del bien 

inmueble sub litis, a raíz de su convivencia con el señor Rafael Quispe 

Vilcapoma; es decir, los demandantes no fueron quienes le entregaron la 

posesión. 

 

El Artículo 585° del Código Procesal Civil, referido al proceso del desalojo, 

señala que: “La restitución de un predio se tramita con arreglo a lo dispuesto 

para el proceso sumarísimo y las precisiones indicadas en este Subcapítulo 

(…)”. Al respecto, en el Cuatro Pleno Civil se señala que la restitución a la 

que hace referencia el artículo se debe entender como entrega de la posesión 

que protege el Artículo 911° del Código Civil. 

 

Por ello, en la Sentencia de Vista no se debió sostener que para plantear un 

desalojo resulta necesario que haya existido una entrega previa, pues de ser 

así no se garantizaría al sujeto, a quien corresponde el derecho, a ejercer 

pleno disfrute del mismo, independientemente si es propietario o no. 

 

En ese sentido, considero que los demandantes, en su condición de 

copropietarios, tienen derecho a solicitar la restitución del bien inmueble de 

su propiedad, mediante proceso de desalojo por ocupante precario. 

 

b) ¿La señora Regina Comena Céspedes, demandada, acredita tener título 

vigente o la existencia de una circunstancia que justifique la posesión 

del inmueble sub litis, a raíz de la alegada unión de hecho? 

 

El Artículo 911° del Código Civil señala que la “posesión precaria es la que 

se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido”. Es decir, 

para ser considerado precario debe darse la ausencia absoluta de cualquier 

título o circunstancia que justifique que la parte demandada disfrute del 

derecho de posesión. 

 

En el proceso de desalojo por ocupación precaria, el demandante debe 

acreditar ser propietario o por lo menos tener derecho a la restitución del 

bien; mientras que, el demandado debe acreditar tener título vigente que 

justifique la posesión que ejerce sobre el inmueble en controversia, ya que el 

derecho en disputa no será la propiedad sino el derecho a poseer.  

 

De la revisión del expediente, se observa que, con escrito de contestación de 

demanda, de fecha 27 de julio de 2011, la señora Regina Comena Céspedes 

señaló que el bien inmueble ubicado en el Jr. Itana N° 103 interior, distrito de 

Ayacucho, provincia de Huamanga del departamento de Ayacucho, fue 

adquirido primigeniamente por su ex conviviente, el señor Rafael Quispe 



Vilcapoma, durante su relación convivencial, y que posteriormente éste 

vendió dicho inmueble a los demandantes. 

 

Además, señaló que cuenta con título justo para posesionar el inmueble 

materia de desalojo, ya que éste fue adquirido dentro de la relación 

convivencial que sostuvo con Rafael Quispe Vilcapoma desde enero de 2007 

hasta diciembre de 2010, lo que genera los mismos efectos de la sociedad 

de gananciales; en razón a ello, solicitó la declaración judicial de unión de 

hecho y otras pretensiones, ante el Segundo Juzgado Especializado de 

Familia de Huamanga con Expediente N° 362-2011, la cual fue admitida y se 

encontraba en trámite.  

 

Al respecto, el Artículo 326° del Código Civil, referido a la unión de hecho y 

sociedad de gananciales, establece que “La unión de hecho, voluntariamente 

realizada y mantenida por un varón y una mujer, libres de impedimento 

matrimonial, para alcanzar finalidades y cumplir deberes semejantes a los 

del matrimonio, origina una sociedad de bienes que se sujeta al régimen de 

sociedad de gananciales, en cuanto le fuere aplicable, siempre que dicha 

unión haya durado por lo menos dos años continuos (…)”.  

 

A su vez, el Artículo 5 de la Constitución Política del Perú del año 1993, 

establece que: “La unión estable de un varón y una mujer, libres de 

impedimento matrimonial que forman un hogar de hecho, da lugar a una 

comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de gananciales en 

cuanto sea aplicable”. 

 

Entonces, nuestro ordenamiento jurídico reconoce que la unión de hecho 

origina una comunidad de bienes sujeta al régimen de sociedad de 

gananciales, el cual es forzoso pues la ley lo impone, en cuanto le fuera 

aplicable, siempre que haya durado por lo menos dos años continuos. En ese 

sentido, si el bien fue adquirido por uno de los convivientes antes del 

cumplimiento de dicho plazo, éste se considerará un bien propio (pertenece 

solo al adquirente); no obstante, si el bien fue adquirido una vez cumplido 

dicho plazo, se aplicará las reglas del régimen patrimonial de sociedad de 

gananciales. 

 

Es preciso indicar que, nuestro ordenamiento jurídico no protege todas las 

relaciones de convivencia; por lo que, para reconocer los derechos 

patrimoniales a la unión de hecho propia, es necesario que sea declarada 

judicial o notarialmente, previo cumplimiento de requisitos. Tal como señala 

Erika Zuta Vidal, dichos requisitos son: i) Debe ser una unión estable entre 

un varón y una mujer, para alcanzar finalidades y cumplir deberes 

semejantes a los del matrimonio, ii) Debe ser voluntaria, sin coacción, iii) 



Ambos convivientes deben estar libres de impedimento matrimonial, iv) Debe 

ser permanente, ya que debe durar por lo menos dos años continuos, v) Debe 

ser exclusiva; es decir, monogámica; y, vi) Debe ser notoria; es decir, pública 

y exteriorizada ante terceros.  

 

Respecto a los efectos jurídicos de la sentencia que reconoce la existencia 

de la unión de hecho, tiene carácter declarativo y no constitutivo; es decir, 

surte efectos cuando cumple con los requisitos para ser una unión de hecho 

propia y no a partir de la emisión de la sentencia que la reconoce; no 

obstante, para estar frente a una posible sociedad de gananciales se hace 

necesario una sentencia judicial firme que lo declare, porque solo así sería 

posible sostener que existió una convivencia que cumplió con todos los 

requisitos de ley para ser reconocido como tal y estar frente a un régimen 

patrimonial y por tanto determinar si el bien adquirido dentro de la convivencia 

es un bien social o un bien propio. 

 

Al respecto, coincido con Enrique Varsi quien señala que: “la unión de hecho 

propia es la que genera distintos efectos jurídicos contemplados en nuestra 

normativa. En este sentido, debe cumplir con una serie de requisitos o estar 

dotada de determinados elementos para ser susceptible de ser reconocida 

por nuestro ordenamiento jurídico”. 

 

Conforme a lo señalado en el numeral 51 del Pleno Casatorio (Casación 

N° 2195-2011-Ucayali), cuando el Artículo 911° del Código Civil hace 

referencia a la carencia del título o al fenecimiento del mismo, no se esta 

refiriendo al documento que haga alusión exclusiva al título de propiedad, 

sino a cualquier acto jurídico o circunstancia que autorice a ejercer pleno 

disfrute del derecho a la posesión. 

 

En el caso en concreto, la demandada presentó como medios probatorios 

que acreditan su posesión, la copia del auto admisorio de la demanda sobre 

declaración de unión de hecho, seguida ante el Segundo Juzgado 

Especializado de Familia de Huamanga, la cual se encontraba en trámite, por 

lo que no acredita de manera categórica la existencia del vínculo convivencial 

o de unión de hecho ni que ésta hubiese generado una comunidad de bienes 

sujeta al régimen de sociedad de gananciales, ya que no existe 

pronunciamiento sobre el fondo. Asimismo, presentó un acta fiscal (folios 57-

58), que busca acreditar que la demandada tomó posesión del bien el 25 de 

junio de 2009; no obstante, considero que no es determinante para acreditar 

la existencia de la unión de hecho y mucho menos que el bien se encuentre 

dentro de la sociedad de gananciales. 

 



Por ello, el reconocimiento judicial resulta necesario a fin de determinar si la 

unión de hecho cumple con los requisitos señalados en el Artículo 326° de 

nuestro Código Civil y por tanto generaría el reconocimiento de derechos 

patrimoniales a la unión de hecho. Además, se debe determinar si el bien 

inmueble sub litis es un bien social o un bien propio, pues considero que la 

sola declaración de unión de hecho como tal, no sería título ni circunstancia 

que acredite la posesión, porque de dicho pronunciamiento judicial, se 

desprende en concreto que hubo una convivencia, mas no que el inmueble 

en litis le pertenece a la demandada.  

 

Mientras la demandada no tenga título que reconozca su derecho, ni mucho 

menos sentencia judicial que se pronuncie sobre el bien ganancial, sigue 

siendo precaria. 

 

Por ello, considerando que la demandada no cuenta con una sentencia 

judicial que reconozca la unión de hecho propia y de sus medios probatorios 

no acredita la existencia de una circunstancia que acredite su posesión, no 

se puede determinar si el inmueble materia de litis se encontraba dentro del 

régimen patrimonial de sociedad de gananciales; por lo tanto, no demuestra 

tener justo título para poseer el mencionado bien inmueble. Además, del 

análisis de los hechos y de la valoración de las pruebas presentadas, no logra 

generar convicción sobre su derecho de posición. 

 

3.2. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas: 

 

AUDIENCIA ÚNICA 

 

De acuerdo a lo realizado en el presente proceso, se tiene que los actos 

procesales que tuvieron lugar en la audiencia única se enmarcaron en lo 

dispuesto en el Artículo 555° del Código Procesal Civil, del cual se desprende 

que en la audiencia única se realizará el saneamiento del proceso, la fijación 

de puntos controvertidos, el saneamiento probatorio y la actuación 

probatoria.  

 

Si bien el mencionado artículo establece que la sentencia debe ser expedida 

en el acto de la audiencia única, excepcionalmente, se puede reservar la 

decisión para que sea emitida en un momento posterior a la audiencia única, 

tal como sucedió en el presente caso, ya que el juez incorporó al proceso la 

inspección judicial, en calidad de prueba de oficio, a fin de determinar qué 

ambientes ocupaba la demandada dentro del inmueble materia de litis, pues 

de lo señalado en la demanda y en la contestación de ésta, no se podía 

determinar dicha información.  

 



Es preciso indicar que la prueba de oficio está amparada en el Artículo 194° 

del Código Procesal Civil, que tiene carácter excepcional y solo se da cuando 

los medios probatorios de las partes sean insuficientes para formar una 

convicción al juez para que pueda resolver la controversia, por lo que debe 

cuidar el no reemplazar a las partes en su carga probatoria, siendo necesario 

que la resolución que la ordena debe estar debidamente motivada.  

 

Asimismo, la inspección judicial, es una diligencia realizada por el juez que 

conoce la causa, con la finalidad de adquirir argumentos de prueba y 

formarse convicción, a través de la apreciación directa de los hechos, 

siempre que la fuente de prueba haya sido citada por las partes del proceso. 

En ese sentido, estoy de acuerdo con que se haya realizado la inspección 

judicial. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Me encuentro de acuerdo con la presente sentencia, ya que en ella se señala 

que: 

 

• Con la copia literal de la Partida Registral N° 11054945, queda acreditado 

que los demandantes son copropietarios del inmueble materia de litis, 

junto con Richarth Quispe Vilcapoma; por lo que, mientras que no se 

demuestre que dicha inscripción registral ha sido invalidada 

judicialmente, los demandantes se encuentran legitimados para recurrir 

al órgano jurisdiccional a fin de solicitar la restitución del bien inmueble 

de su propiedad, tal como señalé en el presente informe. 

 

• La demandada no presenta medios probatorios que acrediten que cuenta 

con título idóneo que legitime su posesión sobre el inmueble materia de 

litis; toda vez que no acredita categóricamente la existencia de la unión 

de hecho o que haya sido copropietaria, junto con su ex conviviente 

Rafael Quispe Vilcapoma. 

 

 Conforme a lo expuesto, para que exista una unión de hecho, ésta debe 

darse notarialmente o judicialmente, en el presente caso la demandada no 

cuenta con una sentencia judicial que reconozca la unión de hecho entre ella 

y Rafael Quispe Vilcapoma, ni una resolución judicial firme que declare que 

el inmueble materia de de litis pertenece a la sociedad de gananciales, por 

haberlo adquirido dentro de la referida unión de hecho. 

 

En ese sentido, considero que la demandada no acredita tener título que 

acredite la posesión del bien inmueble materia de litis. Además, del análisis 



de los hechos y de la valoración de las pruebas presentadas, no logra 

generar convicción sobre su derecho de posición. 

 

Es decir, se declara fundada la demanda pues se cumple con las 

condiciones copulativas señaladas en el Artículo 911°, esto es que, la parte 

demandante sea titular del bien cuya desocupación se pretende; y, que la 

parte emplazada ocupe dicho bien sin título o cuando el que tenía ha 

fenecido. 

 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Al respecto, conforme señalo en el presente informe, considero que los 

demandantes, en su condición de copropietarios, pese a no haber entregado 

la posesión a la demandada, tienen derecho a solicitar la restitución del bien 

inmueble de su propiedad, mediante proceso de desalojo por ocupante 

precario, tal como se señala en la Sentencia de la Corte Suprema Dictada en 

el Cuatro Pleno Civil, por lo que no me encuentro de acuerdo con el fallo de 

esta sentencia pues declaró improcedente la demanda a pesar de que los 

demandantes tenían legitimidad para obrar por su sola condición de 

copropietarios. 

 

SENTENCIA CASATORIA: 

 

Si bien no me encuentro de acuerdo con esta sentencia, no es menos cierto 

que el recurso interpuesto por la parte demandante no fue adecuado pues no 

se plantearon ciertos puntos necesarios a fin de desvirtuar lo señalado en la 

Sentencia de Vista, tal como la incorrecta interpretación del Artículo 585° del 

Código Procesal Civil o que se consideró una simple Acta Fiscal como un 

medio probatorio que acredita una unión de hecho y consecuente sociedad 

de gananciales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Conclusiones: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



4. Conclusiones 

 

En el proceso de desalojo por ocupación precaria, el demandante debe 

acreditar ser propietario o por lo menos tener derecho a la restitución del bien; 

mientras que, el demandado debe acreditar tener título vigente que justifique 

la posesión que ejerce sobre el inmueble en controversia, ya que el derecho 

en disputa no será la propiedad sino el derecho a poseer.  

 

En ese sentido, de la jurisprudencia y doctrina revisada llego a las siguientes 

conclusiones: 

 

• La demandada tiene la condición de ocupante precario, de acuerdo a lo 

establecido en el Artículo 911° del Código Civil, en tanto no cuenta con 

un justo título que justifique su posesión. Además, del análisis efectuado 

sobre lo establecido en el Cuarto Pleno Casatorio, se observa que, de los 

medios probatorios presentados por la demandada, no se verifica la 

existencia de una circunstancia que justifique su posesión. 

 

• Los demandantes tienen legitimidad para obrar en el proceso de desalojo, 

luego de advertir, de los medios probatorios presentados, su condición de 

copropietarios; por lo que, resulta suficiente para interponer una acción 

en la que de discute solo la posesión, esto de conformidad al Artículo 979° 

del Código Civil. 
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6. Anexos: 

 

• Demanda y sus anexos 

• Contestación de la demanda y sus anexos. 

• Audiencia Única. 

• Sentencia de primera instancia. 

• Sentencia de segunda instancia. 

• Resolución de la Corte Suprema. 


































































































































































































































